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INTRODUCCIÓN 

Entre el 1 de abril de 1939 y el 20 de noviembre de 1975,  España vivió en 

una dictadura militar consecuencia de un golpe de estado. Dicha dictadura fue 

configurándose como un régimen autoritario, teniendo como gran característica  la 

utilización de la represión sobre la población.  Fue una represión económica, social, 

cultural e ideológica; estructurada y organizada con precisión, bajo la que vivieron  

miles de civiles y que acabó con la vida otros tantos. 

De las prácticas represivas y todas las actividades llevadas a cabo durante la 

Dictadura Franquista, este trabajo se centrará en unas víctimas muy concretas: los 

Niños Robados.  Decenas de miles de mujeres,  imposibles de cuantificar, vieron 

cómo desaparecían sus recién nacidos en instituciones privadas y públicas de muy 

diversa índole abarcando desde  cárceles y reformatorios hasta clínicas privadas. 

Una industria del terror creada durante el Franquismo y que pervivió durante casi 

tres décadas después,  en la que el número de víctimas asciende a más de 300 mil 

según datos de la Asociación Nacional de Afectados por Adopciones Irregulares 

(ANADIR).  

Este trabajo cuenta con dos apartados clave: Un marco teórico en el cual se 

llevará a cabo una breve contextualización de la situación político-social en la que  

se desarrollaba el secuestro y tráfico de menores, el desarrollo del modus operandi 

mediante el cual se llevaba a cabo esta actividad; así como el análisis de las 

viabilidades de enjuiciamiento del crimen en la actualidad. En el segundo apartado 

realizaremos a un análisis en profundidad de la situación actual y de todos los 

factores determinantes que confluyen en ella.   

El objetivo de este análisis, esta mirada al colectivo desde el Trabajo Social, 

no es otro que el de concretar qué necesidades presenta el colectivo y qué servicios 

son necesarios con el fin de cubrir dichas necesidades desde esta profesión y desde 

el Estado; introduciendo a este colectivo, como agente activo dentro de las 

acciones realizadas para cumplir el compromiso de proporcionar verdad, justicia y 

reparación para las víctimas de la Dictadura Franquista.  

Elaboraremos un protocolo de intervención dividido en dos secciones: por un 

lado se abarcará la función del trabajo social con el colectivo en general, por lo 
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tanto, corresponderá al protocolo de gestión de una asociación. Y, por otro, 

recogerá todas las acciones que se deben realizar, desde esta profesión, con las 

víctimas que acudan a nuestros servicios. Esta parte del protocolo recogerá qué 

pasos hay que seguir desde que un usuario acude al servicio y durante todo su 

proceso personal. Todo esto contando con que el trabajador o trabajadora social 

intervendrá formando parte de un equipo multidisciplinar que estará formado por 

otros profesionales de la rama social y judicial como pueden ser profesionales de la 

psicología o juristas especializados en este ámbito.  

Sellaremos el trabajo con un apartado de conclusiones en el que se reflejará 

tanto una valoración del colectivo desde esta profesión, como de su situación 

respecto a la sociedad en la que vivimos incluyendo las carencias que apreciamos y 

que precisan de una actuación profesional.  
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1. MARCO TEÓRICO 

1.1 Marco Histórico 

Para comenzar consideramos necesario contextualizar históricamente el 

tema que nos ocupa.  

Tras la Guerra Civil, España queda sometida a un régimen autoritario que 

estará vigente durante 36 años. Aunque existen cambios importantes durante este 

periodo  una constante permanece: el control absoluto del poder político por parte 

de Franco. Son años de pobreza, como consecuencia de la guerra que vivió el país 

durante 3 años. En este período los derechos que hasta entonces tenían todos los 

españoles se ven reducidos a cenizas; se prohíbe la Constitución de 1931, los 

derechos de huelga y asociación, los sindicatos, los partidos políticos y la libertad 

de prensa. En su lugar es elaborado el Fuero de los Españoles que corría el riesgo 

de ser suspendido en cualquier momento. Los partidos políticos se redujeron al 

único oficial y legal: La falange o El Movimiento (López, 2012). El régimen basaba 

su poder  en 3 pilares fundamentales: 

– Franco y el ejército para el control del país 

– El fascismo de la Falange como base ideológica 

– La iglesia que dictaba el modelo de conducta social (familia patriarcal 

católica).  

La red represiva utilizada por el Régimen, en la que utilizaban el miedo como 

control de masas, pretendía eliminar absolutamente la Ideología Republicana. 

Dentro de las actividades que se llevaron a cabo bajo el amparo del Régimen 

encontramos la utilización de campos de concentración, encarcelamientos,  

fusilamientos, torturas y exilios forzados de personas contrarias al Movimiento 

Franquista.  

Javier Rodrigo, historiador del Instituto Universitario Europeo de Florencia, 

expone que en España existieron un total de 104 campos de concentración por los 

cuales, tal y como comenta Carmen Molinero directora del Centro de Estudios 

sobre las Épocas Franquista y Democrática, pasaron entre 370.000 y 400.000 

personas.  Estos campos cumplían una doble función: la depuración y la 
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clasificación de los presos (Obiols, 2002).  Estos campos de concentración y las 

cárceles servían como campo de estudio para la búsqueda del “gen rojo” que, 

respaldado por el Régimen, tenía como fin  determinar el origen del Marxismo. Nos 

referimos a  una investigación dirigida por Antonio Vallejo Nájera (o Vallejo-

Nágera), un trabajo que tenía como objetivo esclarecer  las inclinaciones de los 

“rojos” encontrando el  “gen” e intentando, además, regenerar a los “comunistas” 

(Jorge, 2016).   En palabras de Esperanza Bosh, autora del estudio La Psicología de 

las Mujeres Republicanas  según el Dr. Antonio Vallejo-Nájera  (citada en Serrano, 

2014) “Este psiquiatra creía que existía el gen rojo, creía que las mujeres tenían un 

virus que era necesario extirpar y que ser de izquierdas tenía una inconfundible 

relación con la perversión humana”. El Franquismo, al igual que ocurrió en la 

Alemania Nazi,  presentó estudios como este con el fin de crear un patrón de 

exterminio para justificar las políticas contra la llamada “Anti- España” (Serrano, 

2014).  

En lo expuesto con anterioridad encontramos la génesis del tema central de 

este trabajo puesto que, bajo esta teoría y con un componente meramente 

ideológico, entre los años 1936 y 1945 se llevó a cabo la sustracción de neonatos a  

mujeres militantes de partidos políticos de izquierda o, simplemente, familiares de 

republicanos que fueron encarceladas. Muchos de ellos, los que no murieron, 

fueron separados forzosamente de sus madres y dados en adopción a familias 

afines al Régimen Fascista  con el fin de proporcionarles un entorno familiar “más 

idóneo” según la ideología de los encargados de esta actividad (González de Tena, 

2014). El Régimen facilitó esta sustracción infantil creando en 1940 una orden por 

la que las reclusas podían quedarse con sus hijos sólo hasta los tres años, pasado 

este tiempo, los niños eran excarcelados y reubicados en otra familia. La Ley de 4 

de diciembre de 1941 terminó de cimentar esta actividad facilitando la inscripción 

de los menores en el Registro Civil con nuevos apellidos. Mediante esta práctica 

clandestina se buscaba la “purificación de la raza española”, cuyos cimientos eran 

la religiosidad, el patriotismo y la responsabilidad moral, tal y como reconoció el ya 

mencionado Antonio Vallejo-Nájera.  

En los años cincuenta y hasta finales de los ochenta, esta práctica pasa a 

convertirse en una confabulación mafiosa con una finalidad económica, en la que 
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participaron personas de relevante importancia dentro de la iglesia católica y 

personajes del ámbito sociopolítico del país. La sustracción de neonatos pasó a 

realizarse en hospitales e instituciones religiosas; en esta nueva situación, los 

menores eran sustraídos a madres solteras o a familias de bajos recursos y   

entregados a familias acomodadas. 

Esta actividad obtiene una dimensión internacional en los años noventa 

cuando aparece tipificada en los instrumentos de Derecho Internacional como 

crimen de lesa humanidad,  incluyendo el robo de niños durante el Franquismo 

dentro del concepto de desapariciones forzadas. Sin embargo, no es hasta 2006 

cuando  el Comité de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa presentó la 

denuncia contra las “graves violaciones” de Derechos Humanos llevados a cabo por 

el Régimen Franquista; cuando es condenado como una violación del Derecho 

Internacional Humanitario y de los Derechos Humanos. En el marco de dicho 

documento se estipula:  

“72. Los niños perdidos son también parte de las víctimas del franquismo: se trata de 

hijos de presas cuyos apellidos fueron modificados para permitir su adopción por 

familias adeptas al régimen. 

73. Varios miles de hijos de obreros fueron también enviados a instituciones del 

estado porque el régimen consideraba su familia republicana como “inadecuada” 

para su formación. 

74. Niños refugiados fueron también secuestrados en Francia por el servicio exterior 

de repatriación del régimen y situados posteriormente en instituciones franquistas 

del Estado. 

75. El régimen franquista invocaba la protección de menores pero la idea que 

aplicaba de esta protección no se distinguía de un régimen punitivo. Los niños debían 

expiar activamente los “pecados de su padre” y se les repetía que ellos también eran 

irrecuperables. Frecuentemente, eran separados de las demás categorías de niños 

internados en las instituciones del Estado y sometidos a malos tratos físicos y 

psicológicos” (Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, 2006). 
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1.2 Aspectos Principales: Agentes Implicados,  Desarrollo de la Actividad y 

Provincias Españolas en las que se llevaban a cabo 

La organización de este entramado, una vez pasa a ser una trama de robo y 

venta de menores, presenta una estructura no jerarquizada, dividida en grupos de 

conocidos que se relacionan entre sí por distintos tipos de relaciones que abarcan 

desde lazos familiares, hasta religiosos o empresariales; formando una red con un 

modus operandi común: engaño a los progenitores, bautizo en secreto, venta del 

bebé, inscripción en el registro con otros datos y adopción por una familia de una 

provincia española distinta de la provincia de nacimiento. 

De forma general, el desarrollo de esta actividad consistía en: un  matrimonio 

con deseos de adoptar a un recién nacido acudía al párroco de la iglesia, a la que 

pertenecían como feligreses, el cura actuaría como avalista de dicha familia. Tras 

este primer contacto, el sacerdote transmitía la petición a alguna religiosa que 

actuaba como enfermera o asistente social de alguna clínica, maternidad o casa 

cuna. Una vez dicha religiosa estaba informada de la petición,  se encargaba de 

coordinarse con el personal sanitario; los cuales se encargaban de sustraer al bebé 

mediante el engaño o convenciendo a la madre para que lo diera en adopción en 

caso de que se tratara de  una madre soltera. Tras un período de espera el 

matrimonio recibía al bebé, inscrito ya en el Registro Civil con sus apellidos. La 

familia adoptiva debía  hacerse cargo económicamente de gastos diversos 

incluyendo el beneficio que era repartido entre el personal que llevaba a cabo el 

robo. Entre el personal implicado en dicha operación,  podemos encontrar  desde 

médicos, matronas y enfermeras a religiosas, registradores, abogados y notarios  

(Gordillo, 2014).  

Haciendo alusión a lo publicado por el doctor en Sociología Francisco 

González de Tena (2014), presidente de la federación que agrupa las asociaciones 

de víctimas del  robo de niños, en su libro Nos encargamos de todo; podemos decir 

que las principales zonas españolas en las que se llevó a cabo este tráfico humano 

fueron Bilbao (desde donde se suministraban niños a demandantes en el ámbito 

territorial principalmente y a otros países) y Canarias, donde existió un gran 

entramado (se suministraban niños mayoritariamente al extranjero especialmente 

a América), pero también había tramas en Valencia, Madrid y Barcelona.   
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Dada la importancia de la actividad desarrollada en las zonas de Bilbao y 

Canarias, justificada por el alto número de niños sustraídos, consideramos 

importante hablar de las personas se encontraban al mando de estas tramas 

organizadas y el funcionamiento interno.  

Por un lado, al frente de la trama bilbaína, encontramos a Mercedes Herrán 

de Grass, que creó una red de pisos-nido para embarazadas en Bilbao. Su propósito 

era entregar a niños en adopción a través de una asociación, fundada por ella 

misma, llamada María Madre. Esta red de pisos-nido llegó a contar con ocho 

viviendas en cada una de las cuales había una media de entre 10 y 22 chicas en 

periodo de gestación y estaba enfocada principalmente a hijas de familias 

acomodadas. Sin embargo, existía tanta demanda de bebés que también acogió, 

aunque en condiciones  distintas,  a jóvenes sin recursos y en situaciones precarias.  

En estos pisos, mientras los padres de las familias de bien pagaban por la estancia 

de las jóvenes, las embarazadas sin recursos costeaban su hospedaje haciendo la 

limpieza. Posteriormente, tras el nacimiento del bebé,  esos menores eran dados en 

adopción, en muchos casos sin el consentimiento de la madre. Otros dos nombres 

que cobran especial importancia dentro de esta trama son, Fernando Ayala, un 

cura que remitía a los pisos de doña Mercedes a las jóvenes que conocía en la 

parroquia de San Nicolás de Bari y Aurelio Alzola; el cual desempeñaba el papel de 

consiliario además de ser un director espiritual. Este papel de consiliario le otorgó 

“un enorme poder de influencia en las conductas de los grupos a su cargo, incluso 

por encima de los más notorios responsables de María Madre” (González de Tena, 

2014, p.135).  

Por otro lado, al frente de los acontecimientos ocurridos en Canarias, 

encontramos a Sor Juana Alonso y a Bernardo Acuña, madre superiora y director y 

administrador designado por el Cabildo de Tenerife respectivamente. Junto a ellos, 

una decena de religiosas y un grupo de trabajadoras seglares, las Hijas de la 

Caridad se ocupaban del cuidado y educación de los niños.   

Gracias a la información proporcionada por el Colectivo Sin Identidad de 

Tenerife sabemos cómo era el funcionamiento interno de esta Institución que, al 

ser una institución que se encontraba bajo la responsabilidad y administración del 

Cabildo, regía su actividad basándose en un protocolo de funcionamiento 
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elaborado desde este Organismo Público.  En dicho documento se trataban 

aspectos tales como la normativa a seguir por los trabajadores y qué protocolo de 

actuación debía llevarse a cabo desde que un menor era depositado en el Torno 

hasta su adopción. Antes de comenzar el desarrollo de los aspectos más relevantes 

que reflejaba dicho documento consideramos importante mencionar que en esta 

institución también se encontraban niños que se consideraban en régimen de 

guardería (se encontraban en la Casa Cuna por un período de tiempo dado a las 

precarias circunstancias familiares). Dicho esto pasamos a desarrollar el 

funcionamiento de la Casa Cuna. 

El torno debía estar abierto para depositar menores desde el toque de la 

oración hasta el día siguiente, todos los niños depositados en el torno eran 

nombrados “Expósitos”, lo que significaba que habían sido abandonados a la 

caridad y se encontraban bajo la tutela de la institución.  A la entrada del menor en 

la Casa Cuna, se creaba una carpeta por orden de llegada en el que se registraba la 

hora en el que se acogía, la ropa con la que entraba, todas las marcas y señales 

relevantes, así como si poseían o no la partida de bautismo (en el caso de que no 

estuvieran bautizados, se procedía a su bautismo). Una vez realizada la carpeta, era 

entregada a la administración, junto con la partida de bautismo para su custodia, 

en la que se rellenaba una ficha con todos los datos recogidos. 

Referido al cuidado de los menores, se contaba con unas mujeres 

denominadas “Mercenarias de Leche” que se encargaban de alimentar a los niños 

lactantes a cambio de un salario, sin embargo, en el caso de que alguna de estas 

mujeres fuera madre de algún menor que se encontrara en la Casa Cuna no 

recibían retribución económica. También existían nodrizas que se encargaban de la 

alimentación y cuidado de menores que eran puestos a su cargo. Existían dos tipos 

de nodrizas: internas y externas, ambas tenían que cumplir una serie de normas y 

requisitos reflejados en el Reglamento. Las nodrizas externas debían contar con un 

certificado de buena conducta firmado por el alcalde y el cura, presentar el 

certificado de matrimonio en caso de que fuera casada y el consentimiento del 

cónyuge, permiso del juez, en caso de fuera menor de edad el consentimiento 

paterno, además de un certificado de buena salud y robustez, tener leche y ser 

reconocidas por el facultativo de la Casa Cuna. Por otro lado, las nodrizas internas 
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debían amamantar a los lactantes a las horas señaladas, asear a los niños, cuidar a 

los menores destetados hasta los 7 años y utilizar su tiempo libre en actividades 

provechosas para el establecimiento; además, no se les permitía salir sin permiso 

de la superiora y siempre que lo hacían debían hacerlo acompañadas; tampoco 

podían ser visitadas fuera de hora y las visitas debían ser autorizadas y 

supervisadas por Sor Juana. 

Para el proceso de adopción, del cual se encargaba la superiora y que firmaba 

Bernardo Acuña, se elaboraba un expediente según las leyes vigentes cuyos gastos, 

al igual que en el resto del proceso, corrían a cuenta del adoptante. Cabe destacar 

que estaba terminantemente prohibido informar de la procedencia del menor a la 

familia.  

Dentro del funcionamiento de la institución y ligado al mercado de niños que 

conforma este crimen, los testimonios de víctimas reflejan cómo se llevaban a cabo 

exposiciones de niños para personas que acudían con el deseo de adoptar y como, 

en muchas ocasiones, desaparecían menores que eran vendidos y enviados a otras 

provincias del territorio nacional independientemente de su situación en la Casa 

Cuna (fueran considerados en régimen de guardería o expósitos). Incluso hay 

constancia de que muchos menores fueron enviados al extranjero como es el caso 

cientos, quizá miles, que fueron escogidos por sus características físicas (piel clara 

y ojos azules) y enviados a Alemania. Además de las actividades llevadas a cabo en 

la Casa Cuna, en Canarias también se llevaron a cabo robos en el Hospital 

Universitario de Nuestra Señora de La Candelaria y en varios hospitales de Gran 

Canaria.  

 Mercedes Herrán de Grass y Sor Juana, junto con otras personas 

pertenecientes a las Hermanas de la Caridad de Madrid y Valencia, formaban parte 

de una red mediante la cual se enviaban y pedían recién nacidos e incluso, en 

algunos casos, se encargaban de localizar a jóvenes embarazadas que remitían a 

los pisos nido que se encontraban el Bilbao. El intercambio de bebés de una punta 

a otra del Estado español, así como el envío al extranjero y la falsificación de 

documentos, garantizaba que los menores no fueran encontrados por sus padres 

biológicos. 
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1.3 Estimación de Número de Casos 

Hacer una aproximación del número de personas afectadas por las 

desapariciones forzadas es complejo debido a que no existen registros exactos de 

las adopciones que se llevaron a cabo. A esto se le debe sumar  las trabas 

constantes con las que se encuentran los investigadores y los mismos afectados a 

la hora de acceder a los pocos documentos existentes. Sin embargo, Enrique Vila 

abogado y presidente de la asociación SOS Bebés Robados España y que ha 

tramitado hasta 2014 más de 2.000 consultas de personas que fueron adoptadas y 

que buscan encontrar a sus padres biológicos, asegura que en un 15% de los casos 

la documentación es falsa. Aplicando dicho porcentaje a los dos millones de 

adopciones donde la nacionalidad de los padres biológicos es española; se estima 

que la cifra gira en torno, incluso supera, las 300 mil adopciones irregulares. Vila 

calcula que alrededor del 60% fueron bebés robados, lo que significa que unos 

180.000 españoles desconocen en estos momentos que fueron secuestrados y 

vendidos al nacer (Gordillo, 2014).  

1.4 Proceso de Enjuiciamiento  

Antes de comenzar con el proceso de enjuiciamiento, consideramos oportuno 

realizar una aproximación y relación de términos que son fundamentales para 

enmarcar este apartado.  

El secuestro de menores es considerado un crimen lesa  humanidad.  Este 

concepto tiene su origen en los Principios de Nuremberg promovidos por la 

Comisión de Derecho Internacional de la ONU en 1950, a petición de la Asamblea 

General de las Naciones Unidas. Dichos Principios constituyeron un punto de 

partida para la tipificación de los crímenes de Derecho Internacional (Estatuto del 

Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, Capitulo II, Art. 6). 

Tras pasar  por diversos proyectos de tipificación y enmarcación derivados 

de los Principios de Nuremberg, el 17 de julio de 1998 se adoptó el Estatuto de la 

Corte Penal Internacional. El texto, que entró en vigor el 1 de julio de 2002, 

representa la culminación de las distintas versiones del Proyecto de Código de 

Crímenes contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad.  En su libro Delitos de 

Derecho Internacional Casilda Rueda (2001) efectúa un estudio y clasificación de 
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las figuras que son consideradas crímenes contra la humanidad. Así, encontramos 

figuras como el asesinato, el exterminio, la esclavitud, la deportación o las 

persecuciones políticas, raciales y religiosas, que  han sido el punto de partida en la 

configuración del tipo, la tortura y la discriminación institucionalizada por razones 

raciales, étnicas o religiosas y son incorporadas como consecuencia de un interés 

más reciente por su erradicación. Los restantes ilícitos responden a una 

tipificación ex novo de dichas figuras y es dentro de esta tipificación donde 

encontramos las desapariciones forzadas, entre otros. 

Tras realizar la tipificación de las desapariciones forzadas como crimen de 

lesa humanidad, consideramos necesario realizar una definición de dichas 

desapariciones destacando todo lo que este concepto abarca. Así, siguiendo lo 

expuesto en la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas 

contra las Desapariciones Forzadas en su Artículo 2,  las entenderemos como “el 

arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra forma de privación de libertad 

que sean obra de agentes del Estado o por personas o grupos de personas que 

actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la 

negativa a reconocer dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o 

el paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola a la protección de la ley”. 

Centrando más el concepto, en relación con la temática del presente trabajo, 

debemos hacer especial mención a la vulnerabilidad natural que presentan los 

niños frente a este tipo de crimen. La misma Convención en su Artículo 25 expone 

lo siguiente:  

“1. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para prevenir y sancionar 

penalmente: 

a) La apropiación de niños sometidos a desaparición forzada, o de niños cuyo 

padre, madre o representante legal son sometidos a una desaparición forzada, o 

de niños nacidos durante el cautiverio de su madre sometida a una desaparición 

forzada; 

b) La falsificación, el ocultamiento o la destrucción de documentos que prueben la 

verdadera identidad de los niños mencionados en el inciso a) supra”. 
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En el mismo artículo se refleja el deber de los Estados miembros de adoptar 

las medidas necesarias y participar en la búsqueda e identificación de los menores 

víctimas y restituirlos a sus familias. Además, la Convención de 2006 permite que 

sean establecidas por los Estados Partes “circunstancias agravantes especialmente 

en caso de deceso de la persona desaparecida, o para quienes sean culpables de la 

desaparición forzada de mujeres embarazadas, menores, personas con 

discapacidades u otras personas particularmente vulnerables” (Art. 7.2). Esta 

Convención acoge también como víctimas de la desaparición forzada a los propios 

familiares y allegados, reflejando el derecho a conocer la verdad de las condiciones 

e identidad de los autores de dichas desapariciones, así como el derecho, en caso 

de defunción de los desaparecidos, de que el Estado se responsabilice de recuperar 

y devolver a las familias los restos mortales (Rodríguez, 2008). 

1.4.1  Impedimentos: Ley de Amnistía de 1977  

La Ley 46/1977 de 15 de octubre de Amnistía, cuyo objetivo principal era 

amnistiar “todos los actos de intencionalidad política, cualquiera que fuese su 

resultado, tipificados como delitos y faltas realizados con anterioridad al día 

quince de diciembre de mil novecientos setenta y seis” (Ley 46/1977, Art.1); se 

presenta como el principal impedimento para el proceso de enjuiciamiento de las 

desapariciones forzadas en España, dado que su carácter conciliador durante el fin 

del Régimen Franquista y el comienzo de la Transición,  marcó el fin de cualquier 

investigación sobre los crímenes llevados a cabo durante el Franquismo. Sin 

embargo dicha Ley, que sigue vigente en la actualidad,  entra en conflicto directo 

con el Derecho Internacional de Protección de los Derechos Humanos dado que es 

completamente incompatibles con la obligación del Estado de investigar tales actos 

de violación de derechos, garantizando que no se cometan dentro de su 

jurisdicción y de velar por que no se realicen en el futuro.  

Por este motivo, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha 

mostrado la necesidad existente de que España derogue la Ley o se enmiende para 

hacerla compatible con las disposiciones del pacto. En el Artículo 18 de la 

Declaración de 18 de diciembre de 1992,  Aprobada por la Asamblea General en su 

resolución 47/133,  se dispone que los autores o presuntos autores de una 

desaparición forzada “no se beneficiarán de ninguna ley de amnistía especial u 
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otras medidas análogas que tengan por efecto exonerarlos de cualquier 

procedimiento o sanción penal”. 

Para aportar más peso a lo ya mencionado,  destacamos  la observación que 

realiza el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas e Involuntarias en 

relación al artículo mencionado en el que se expone que cualquier ley de amnistía 

es contraria a la Declaración sobre la Protección de las Personas contra las 

Desapariciones Forzadas en las siguientes situaciones:  

“a) Cesar la obligación del Estado de investigar, procesar y castigar a los 

responsables de las desapariciones, como prevén los artículos 4, 13, 14 y 16 de la 

Declaración; 

  b) Prevenir, obstaculizar o restringir la concesión en medida suficiente de 

indemnización, rehabilitación, compensación y reparación por desapariciones 

forzadas, como establece el artículo 19 de la Declaración; 

  c)  Ocultar el nombre de quienes hayan perpetrado una desaparición, violando así el 

derecho a la verdad y la información que cabe inferir del párrafo 2 del artículo 4 y 

del artículo 9 de la Declaración; 

  d) Exonerar a quienes hayan perpetrado desapariciones o tratarlos como si no 

hubieran cometido tales actos y, por consiguiente, no tuvieran la obligación de 

indemnizar a la víctima, en violación de los artículos 4 y 18 de la Declaración; 

  e) Sobreseer procesos penales o cerrar investigaciones contra presuntos 

responsables de desapariciones o imponer sanciones insignificantes para que 

ampare a los responsables el derecho de no ser juzgados dos veces por el mismo 

delito, lo que de hecho conduciría a la impunidad en violación del párrafo 1 del 

artículo 4 de la Declaración.” 

Aun con todo lo que se manifiesta desde el Derecho Penal Internacional, 

según la Sentencia del Tribunal Supremo 101/2012 de 27 de febrero, el Estado 

difiere sustancialmente como ha quedado demostrado en el “Caso Garzón”. Desde 

el punto de vista jurídico, el argumento principal utilizado por el  Tribunal 

Supremo es que, aunque en la actualidad una Ley de Amnistía sea 

internacionalmente ilícita, en el momento de su adopción no lo era. Además,  alega 

el principio de irretroactividad de los Tratados Internacionales, dejando a un lado 
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la incompatibilidad con el carácter continuado de determinados crímenes, como el 

que nos compete en este trabajo. 

1.4.2 Posibilidad de enjuiciamiento: Convención Internacional para las 

Desapariciones Forzadas y Ley de Memoria Histórica 

La viabilidad de enjuiciamiento de las desapariciones forzadas se basa en el 

carácter continuado y permanente del delito. La Convención Internacional para la 

Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas hace 

referencia a esto en sus artículos 8 y 17. Así, en el artículo 8 puntualiza que el 

delito comienza a prescribir en el momento en el que cese la desaparición forzada 

dándole el carácter continuado; mientras que el artículo 17  afirma que “todo acto 

de desaparición forzada será considerado delito permanente mientras sus autores 

continúen ocultando la suerte y el paradero de la persona desaparecida y mientras 

no se hayan esclarecido los hechos”. Aunque más avanzado en el texto (en su 

Artículo 35)  afirme que “la competencia del Comité contra las Desapariciones 

Forzadas sólo se extiende a las desapariciones forzadas que se hayan iniciado con 

posterioridad a la fecha de entrada en vigor de la presente Convención”, no se 

contradice el carácter permanente e imprescriptible del crimen, como tampoco a la 

responsabilidad internacional del Estado por sus acciones y omisiones ilícitas 

(Rodríguez, 2008). 

Concluimos pues que las desapariciones forzadas perduran hasta que no se 

conozca el paradero de la víctima o persona desaparecida. Por lo que podemos 

afirmar que los casos de niños robados durante el franquismo de los que a día de 

hoy aún se desconoce su paradero, son delitos que se siguen cometiendo.  

Independientemente del carácter continuado y permanente del delito 

encontramos la  Ley 52/2007, conocida como Ley de Memoria Histórica.  Este 

recurso es la única vía posible para atender las demandas de las víctimas, 

excluyendo la vía legal.  Dicha Ley “reconoce el derecho a la reparación moral y a la 

recuperación de la memoria personal y familiar de quienes padecieron 

persecución o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura” (Ministerio de 

Justicia). La Ley de Memoria Histórica, que actúa bajo los principios de verdad, 

justicia y reparación; reconoce a los niños robados y a sus familiares, como 



 

16 
 

víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura Franquista e insta al Gobierno a llevar a 

cabo un estudio sobre los daños y perjuicios derivados de esta situación política y a 

facilitar el acceso a los archivos donde se custodian los documentos relativos a las 

víctimas (Gobierno de España).  

2. Una mirada desde el Trabajo Social 

Una vez realizada una contextualización y una aproximación al tema en 

cuestión, en este segundo apartado pasamos a realizar un análisis de la situación 

actual en la que se encuentra este colectivo. También estudiaremos el perfil que 

debe tener el o la trabajadora social y los protocolos a seguir con el colectivo, tanto 

a nivel de asociacionismo como  a nivel individual, desde la llegada de un usuario al 

Servicio.  

2.1 Análisis  actual del tema de estudio 

El análisis actual en el que se basará nuestro protocolo de actuación desde el 

Trabajo Social será realizado a nivel general aportando todas las actuaciones que 

se han llevado a cabo, tanto a nivel nacional como internacional, con el fin de 

buscar respuestas y destapar la trama sistemática que se esconde tras las 

desapariciones forzadas. Trama en la que, como demuestran las pruebas e 

investigaciones llevadas a cabo, formaban parte y tenían constancia tanto el Estado 

como los Gobernadores Civiles y Cabildos. Además, comentaremos también la 

situación en la que se encuentran las víctimas de este crimen en la actualidad.  

 Así, asociaciones y colectivos como el  Colectivo Sin Identidad de Tenerife, 

surgen de la necesidad de apoyo y respuestas entre y para las personas que han 

sido víctimas de este crimen. El fin último que persiguen es que el Estado asuma su 

responsabilidad y pida perdón públicamente. La lucha por parte de dichas 

asociaciones y colectivos para alcanzar la verdad no es fácil, por ello centran sus 

esfuerzos en llevar ante los organismos competentes la situación en la que se 

encuentran. ANADIR, la Asociación Nacional de Afectados por las Adopciones 

Irregulares, en conjunto con un gran número de afectados, presentó una denuncia 

ante el Tribunal Europeo de los Derechos Humanos en la que expresan cómo se 

han visto violados derechos fundamentales reconocidos en la Convención Europea, 
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argumentando que existen irregularidades en las investigaciones viendo, además, 

como un alto porcentaje  (casi la totalidad) de las denuncias presentadas han sido 

archivadas.  Manifestaron que desde el Estado se muestra falta de voluntad para 

resolver este crimen respaldándose en la Ley de Amnistía y su espíritu conciliador 

durante la Transición.  Así, denunciaron también  la postura pasiva de la justicia 

española que continúa sin dar una respuesta a todas las demandas existentes.  

El Colectivo Sin Identidad presentó, en noviembre de 2012, una denuncia 

ante el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias 

perteneciente a la Organización de las Naciones Unidas (ONU) solicitando, además 

de su intervención lo antes posible, que se instara al Estado español a cumplir su 

obligación de averiguar la identidad de los desaparecidos y restituirlos a sus 

familias. En respuesta a esta solicitud, en marzo del año pasado, el Grupo de 

Trabajo, en colaboración con otros titulares de mandatos de procedimientos 

especiales, transmitió un comunicado de prensa mediante el cual se le exigió al 

Gobierno de España que juzgara o extraditara a los presuntos responsables de 

violaciones graves de los derechos humanos durante la Dictadura, especialmente a 

los responsables de desapariciones forzadas.  

El 25 de mayo de este año  se presentó en el Parlamento de Canarias  una 

proposición no de ley1, aprobada por una unanimidad,  sobre los recién nacidos 

víctimas de desapariciones forzadas. A dicha presentación acudió el Diputado del 

Común y el  Colectivo Sin Identidad de Tenerife, apoyado por el Colectivo Sin 

Identidad de Las Palmas de Gran Canaria, Avidna y el Colectivo Itxaropena. Esta 

presentación marca un antes y un después en el camino hacia la verdad dado que 

es la primera vez un parlamento español  hace un reconocimiento a los niños 

robados, reconociéndolos como víctimas de un crimen de lesa humanidad. En esta 

proposición no de ley se declara el día 30 de agosto como “Día en memoria de los 

bebés robados y sus familias” en Canarias, concordando con  el Día Internacional 

en Memoria de las Víctimas de Desaparición Forzada, también se reconoce como 

víctimas a familiares y allegados; además  reivindica el derecho a la justicia, la 

reparación y el conocimiento de la verdad con el fin de  evitar que estos hechos 

                                                             
1 Ver Anexo 1: 9L/PNL-0197 Proposición no de ley de los Grupos Parlamentarios Nacionalista Canario  
(CC-PNC), Socialista Canario, Popular, Podemos, Nueva Canarias (NC) y Mixto, 
sobre los recién nacidos sometidos a desaparición forzada. 
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vuelvan a repetirse, instando al Ejecutivo central y a la Fiscalía General del Estado 

a impulsar una investigación “efectiva y real” de los casos. En base a esto, solicita el 

acceso a los archivos eclesiásticos, clínicos y administrativos por parte de las 

víctimas y los investigadores, así como que el Gobierno central impulse la 

regulación de una base nacional de datos de titularidad pública donde se  repitan, 

de forma gratuita, todas las pruebas de ADN. Por último, este documento también 

solicita la creación de una Comisión Nacional Española por el Derecho a la 

Identidad (CONEDI) y una unidad policial de bebés robados que tengan como 

finalidad aclarar las desapariciones infantiles, siguiendo el modelo que se lleva a 

cabo en Argentina.  

Desde Argentina, país que pasó por una situación similar durante el régimen 

militar en el que alrededor de unos 500 bebés fueron apropiados como botín de 

guerra, la jueza federal argentina María Servini de Cubría reabrió la causa por 

crímenes de lesa humanidad ocurridos durante  la dictadura de Franco. Esta causa 

había sido archivada inicialmente tras determinar que en España había 

investigaciones abiertas, pero el Tribunal Penal de Segunda Instancia le requirió 

que investigara si efectivamente la justicia española estaba actuando. Tras esto, la 

magistrada solicitó al Gobierno de España que informe si está investigando esos 

crímenes en el período comprendido entre el 17 de julio de 1936 y el 15 de junio 

de 1977; así como que presente nombres de militares involucrados en aquella 

dictadura, listas de desaparecidos, de fusilados y de niños apropiados, entre otros 

documentos. En solidaridad con los casos de robo de neonatos, se sumó a esta 

causa como querellante la organización Abuelas de Plaza de Mayo, dedicada a la 

búsqueda de los hijos de desaparecidos argentinos que mencionamos 

anteriormente.  

La Universidad de La Laguna y el Colectivo Sin Identidad de Tenerife  

firmaron en 2014 un convenio de colaboración,  sin ningún tipo de 

contraprestación económica, mediante el cual la Sección de Historia de la Facultad 

de Humanidades se comprometía a asesorar a la organización civil en futuras 

investigaciones a través de la búsqueda de documentación en archivos de 

diferentes instituciones, para realizar posteriormente un  cruce de datos, con el fin 

de  averiguar el paradero de niños/as  que se sospecha que fueron víctimas de  

http://ipsnoticias.net/nota.asp?idnews=98514
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adopciones ilegales en Tenerife durante el Régimen Franquista. A día de hoy, esta 

colaboración se encuentra paralizada puesto que desde el Cabildo no se ha 

prestado apoyo institucional con el fin de crear una beca de investigación, ni se ha 

dado autorización  a la Universidad para acceder a los archivos existentes y que se 

encuentran en la Casa Cuna.  

De cara a la situación social de las víctimas, es necesario realizar una 

clasificación del siguiente modo:  

- Personas que desconocen el hecho de que son víctimas del robo de niños 

- Víctimas que son conscientes pero que se encuentran integradas en la 

sociedad 

- Víctimas que son conscientes y que se encuentran en riesgo de exclusión 

social 

Las personas que aun siendo conscientes de estar implicadas como víctimas 

en este crimen están integradas socialmente,  generalmente solo buscan conocer la 

verdad sobre su identidad y velar porque se haga justicia apelando al compromiso 

del Estado, mencionado ya en ocasiones anteriores en el presente trabajo, de 

proporcionar verdad, justicia y reparación para las víctimas de los crímenes 

realizados durante el Franquismo. Este tipo de víctimas requieren un servicio en el 

que se les proporcione asesoramiento y facilidades en la búsqueda de sus 

familiares.  

Por otro lado, las víctimas que se encuentran en riesgo de exclusión social y 

marginación manifestando secuelas de carácter psiquiátrico/psicológico, 

desestructuración familiar y alteraciones graves en las relaciones de sociabilidad; 

como refleja Francisco González de Tena en su libro. Este tipo de víctimas 

requieren una intervención de carácter integral que les facilite, además de la 

búsqueda de sus familiares, la mejora de su situación actual.  
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2.1.1 Propuestas de acción presentadas: Comisión Nacional Española por el 

Derecho a la Identidad, Base de Datos Genéticos. 

Tras realizar el análisis de la situación actual, reflejando las actuaciones 

llevadas a cabo y las propuestas de acción presentadas  y aprobadas2 en el 

Parlamento de Canarias mediante la  proposición de no ley, consideramos 

oportuno estudiar de un modo más extenso las funciones de cada una de las 

propuestas de acción y el motivo por el que son determinantes. Cabe mencionar 

que, aunque no se haya comentado con anterioridad, estas propuestas también 

fueron adjuntadas a las denuncias que, desde los colectivos, se presentaron al 

Tribunal Europeo de los Derechos Humanos y al Grupo de Trabajo sobre las 

Desapariciones Forzadas o Involuntarias de la ONU. 

– Comisión Nacional de Desaparecidos: para comprender el carácter de esta 

petición, debemos hacer mención a la Comisión Nacional por el Derecho a la 

Identidad (CONADI) de Argentina, que se presenta como un organismo que 

funciona dentro del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de dicho país y 

que tenía como objetivo de origen la búsqueda y localización de niños 

desaparecidos durante la última dictadura militar. Esta Comisión realiza sus 

acciones junto con el Banco Nacional de Datos Genéticos, donde se encuentran 

todas las muestras de las familias que buscan personas nacidas en cautiverio o 

secuestradas junto a sus padres durante la última dictadura,  así como también 

las de personas que nacieron durante ese periodo y dudan sobre su identidad, a 

la espera de la incorporación de nuevas muestras en el Banco.  Con esta petición 

se busca la creación  de un organismo similar en España en el que participen 

activamente los colectivos de niños robados de todo el país junto con la 

Comisión Nacional para el uso forense del ADN.  

– Base de Datos Genéticos: Aunque el Servicio de información a afectados por la 

posible sustracción de recién nacidos del Ministerio de Justicia cuenta con un 

banco de datos genéticos a nivel nacional, para incorporar los datos genéticos 

en el las pruebas de ADN deben realizarse en laboratorios privados con unos 

costes muy elevados. Con la petición de regularizar una base nacional de datos 

                                                             
2 Ver Anexo 2: Resoluciones aprobadas 9L/PNL-0197 Sobre los recién nacidos sometidos a desaparición 
forzada. 
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de titularidad pública, se busca la realización gratuita de pruebas de ADN, 

comprometiéndose a proteger la información de los afectados.  

– Unidad de Policía judicial especializada: al solicitar creación de una unidad 

policial especializada en la búsqueda de bebés robados se pretende seguir los 

pasos de las actividades realizadas en Argentina desde los años 80.     

Otra propuesta o reivindicación que se ha realizado desde el Colectivo Sin 

Identidad, es la necesidad de que esta parte de la historia quede reflejada en los 

libros de texto y sea enseñada en las aulas.  

2.2 El Papel del Trabajo Social 

2.2.1 Perfil Profesional  

En el Trabajo Social, como en muchas otras profesiones, existen unas 

características y funciones que se requieren para realizar un desempeño óptimo de 

la profesión. En el Libro Blanco de Grado de Trabajo Social, documento elaborado 

por la Agencia Nacional de Evaluación y de la Calidad y Acreditación (ANECA), se 

lleva a cabo una aproximación al perfil profesional del trabajador o trabajadora 

social.  Esta descripción, se compone de varios apartados entre los cuales se 

encuentran competencias generales, descripción de unidades de competencia,  

realizaciones profesionales y los criterios de realización o ejecución, 

independientemente del área o ámbito en el que se desempeñen las funciones. 

Además, se han descrito los conocimientos, destrezas, habilidades sociales y 

habilidades técnicas que le son requeridas a todo trabajador o trabajadora social. A 

continuación, y siguiendo con lo expuesto en el trabajo realizado por la ANECA, 

pasamos a desarrollar las competencias generales y profesionales que se solicitan: 

Como competencia general, el trabajador o trabajadora social es un 

profesional que tiene una visión amplia de las estructuras y procesos sociales, el 

cambio social y de la conducta humana, que le faculta para: 

- Intervenir en las situaciones sociales que puedan crear malestar a los 

individuos, familias, grupos, etc. ejerciendo como persona mediadora 

- Participar como agente activo en la elaboración de las Políticas Sociales 
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- Promover la ciudadanía activa a través del empoderamiento y la garantía de 

los derechos sociales; con el objetivo de favorecer trabajando junto a otros 

profesionales del ámbito social a: la integración social de personas y 

familias, entre otros;  la constitución de una sociedad cohesionada y para 

favorecer al desarrollo de la calidad de vida y el bienestar social  

Como  competencias profesionales encontramos: 

1. Capacidad para trabajar y valorar de manera conjunta con personas, familias, 

grupos, organizaciones y comunidades sus necesidades y circunstancias. Este 

aspecto está centrado en la ayuda a los demás para que puedan tomar las 

decisiones pertinentes en base a unos argumentos fundamentados; por este 

motivo, la práctica en esta profesión ha de ser capaz de capacitarles para 

analizar, identificar, clarificar y expresar sus fortalezas, expectativas y 

limitaciones, entre otras cosas.  

2. Proyectar, efectuar, revisar y evaluar la práctica del trabajo social con el fin de 

dar respuesta a los posibles usuarios en las situaciones de crisis.  

3. Ser un apoyo para los usuarios para que sean capaces de manifestar sus  

necesidades, puntos de vista y contextos. Este aspecto abarca cualquier 

situación en la que, desde los servicios que proporciona el trabajador o 

trabajadora social, se ayude a los usuarios a actuar en su propia defensa. Es 

fundamental que el trabajador o trabajadora social posea  conocimientos y una 

relación con los servicios jurídicos y de defensa del ámbito local y la 

especialidad en que se trabaja. 

4. Ser un agente clave en la resolución de situaciones de riesgo tanto con los 

sistemas cliente, como para las propias y para las de otros profesionales de este 

ámbito. Debe ser capaz de identificar y valorar la naturaleza del riesgo existente 

para los usuarios, ya sea de forma individualizada (personas) o de forma 

colectiva (familias, grupos, organizaciones y comunidades). Se considera 

importante tener en cuenta los derechos de los individuos para asumir riesgos.  

5. Gestionar y ser responsable, con supervisión y apoyo, de la propia práctica 

dentro de la organización.  
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6. Demostrar las  competencias profesionales en el desempeño de la profesión. 

Estas unidades trabajan la investigación, evaluación y uso del conocimiento 

actualizando la práctica del trabajo social (ANECA, 2004, p. 110-113).  

2.2.2 Formación Necesaria: Conceptos, Instrumentos, Marco Legal 

Para trabajar con este colectivo es necesario poseer amplios conocimientos 

ya no solo sobre el desempeño del trabajo social, sino además de otros campos 

como pueden ser la historia y el derecho.  A continuación, pasamos a comentar y a 

hacer un breve análisis de los conceptos, conocimientos y leyes necesarias para 

llevar a cabo un buen desempeño de las funciones.   

Conocimientos sobre el crimen 

El robo y venta de niños España durante la Dictadura Franquista y la 

Transición es un tema complejo en el que han formado parte distintos agentes de 

relevante importancia en ese periodo histórico del país. La vinculación con el 

Régimen y el peso de la iglesia en el proceso de compra-venta de menores, es 

información y  son conocimientos que todo profesional de lo social que trabaje con 

este colectivo debe conocer. No vamos a proceder a realizar un desarrollo  más 

amplio dado que consideramos que ya ha sido explicado en el marco teórico.  

Ley de Amnistía 

La Ley 46/1977 de 15 de octubre, de Amnistía es clave para entender el cómo 

se han llevado a cabo los procedimientos y la justificación por parte del Estado 

para sus acciones con respecto al tema que nos atañe. Recordamos que la Ley de 

Amnistía tiene como objetivo proporcionar amnistía a todas las acciones  de tipo 

político que hayan sido tipificadas como delitos o faltas durante la Dictadura 

Franquista entre las que se encuentran el robo de niños, esto, como se ha 

comentado anteriormente, ha influenciado en que las numerosas demandas 

presentadas por las víctimas no hayan tenido una respuesta clara y definitiva. 

 

  



 

24 
 

Derecho Penal Internacional y Derechos Humanos  

El Derecho Penal Internacional es la rama del Derecho que delimita los 

crímenes  considerados internacionales. Algunos de estos son el genocidio, los 

crímenes de guerra, crímenes contra la humanidad y crímenes de agresión; 

además tiene como objetivo regular el funcionamiento de los tribunales 

competentes. El principal órgano del Derecho Penal Internacional es la Corte Penal 

Internacional.  

Los Derechos Humanos, tal y como refleja la definición elaborada por las 

Naciones Unidas, “son derechos inherentes a todos los seres humanos, sin 

distinción alguna de nacionalidad, lugar de residencia, sexo, origen nacional o 

étnico, color, religión, lengua, o cualquier otra condición”.  Estos derechos están 

contemplados en la ley y garantizados por ella y el derecho internacional de los 

derechos humanos establece las obligaciones que tienen los gobiernos de tomar 

medidas en determinadas situaciones.  

El o la profesional que trabaje con este colectivo debe tener nociones de 

Derecho Penal Internacional debido a que es el tipo de derecho que se encarga 

procesar el robo de niños reconocido por dicho derecho como desapariciones 

forzadas reconocidas, a su vez, como crímenes contra la humanidad. También es 

necesario poseer amplios conocimientos sobre los Derechos Humanos dado que en 

el momento en el que las víctimas se ven privadas de conocer su verdadera 

identidad están viendo violados los derechos reconocidos de forma inherente a 

todos los humanos. Los conceptos derivados del derecho penal internacional y de 

los derechos humanos que consideramos  fundamentales para el trabajador social 

son:  

- Crimen de Lesa Humanidad: En el  Artículo 7 del Estatuto de Roma de la Corte 

Penal Internacional se refiere a este tipo de crimen como “cualquiera de los 

actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o 

sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque”  

- Desapariciones Forzadas: podemos afirmar que se producen desapariciones 

forzadas siempre que “se arreste, detenga o traslade contra su voluntad a las 
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personas, o que estas resulten privadas de su libertad de alguna otra forma por 

agentes gubernamentales de cualquier sector o nivel, por grupos organizados o 

por particulares que actúan en nombre del Gobierno o con su apoyo directo o 

indirecto, su autorización o su asentimiento, y que luego se niegan a revelar la 

suerte o el paradero de esas personas o a reconocer que están privadas de la 

libertad, sustrayéndolas así a la protección de la ley” (Declaración sobre la 

protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, Art. 2) 

- Delito Permanente: En el delito permanente “el agente produce una sola acción y 

una sola consumación o resultado. Pero éste, en lugar de agotarse en la 

consumación, se prolonga por un tiempo determinado” (Enciclopedia Jurídica, 

2014) 

- Delito Continuado: es entendido como Delito Continuado cuando “el agente, 

proponiéndose un objetivo único y violando un mismo derecho, realiza diversas 

acciones que, aun cuando cada una de ellas constituye por sí sola un delito, se 

consideran como la ejecución parcial de un delito único” (Enciclopedia Jurídica, 

2014) 

Una vez mencionados los conceptos necesarios para el trabajador o 

trabajadora social, el marco legal correspondiente de este tipo de derecho lo 

forman:   

- Declaración sobre la protección de todas las personas contra las 

desapariciones forzadas 

- Convención Internacional para la protección de todas las personas contra 

las desapariciones forzadas    

- Declaración Universal de los Derechos Humanos  

- Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 

Proceso de Adopción  

Para realizar una definición de adopción debemos hacer alusión a que es un 

hecho jurídico, por lo que está regulado por la ley, en el que una persona menor de 

edad pasa a ser hijo de unos padres que no son padres biológicos. Este proceso no 

puede deshacerse.  El proceso de adopción varía en función  de su carácter 

internacional o nacional.  
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El o la profesional del trabajo social que desempeñe su labor con este 

colectivo debe poseer conocimientos sobre los procesos existentes de adopción 

para así poder encontrar posibles irregularidades en los documentos de adopción 

que posean las personas que acudan al servicio y así poder comenzar con el 

estudio y trámites necesarios para clarificar la situación existente.  

Los conceptos derivados de los procesos de adopción que consideramos 

relevantes para el desempeño de la labor desde esta profesión son los que 

pasamos a definir a continuación: 

- Certificado de idoneidad: este es un documento que tiene como objetivo 

“asegurar la capacidad de la persona/s que se ofrece para la adopción para 

responder y atender las necesidades físicas, psíquicas y sociales de los niños que 

pueden ser adoptados” (Ministerio de sanidad, Servicios Sociales e Igualdad). 

Dicho certificado está compuesto de una valoración psicosocial de las personas 

que presentan una solicitud de adopción sobre la situación personal, familiar y 

social de los adoptantes, sus habilidades educativas y su aptitud para atender a 

un menor. Este estudio es realizado por psicólogos y trabajadores sociales con 

experiencia en protección de menores, familia y adopción o bien a través de 

equipos interdisciplinares autorizados para desempeñar las funciones de 

valoración que pueden ser de carácter privado. 

- Certificado de antecedentes penales: es un documento que permite atestiguar la 

falta de antecedentes penales o la existencia de los mismos (Ministerio de 

Justicia). 

- Desamparo: Así como lo recoge el Artículo 172 del Código Civil,  se considera 

desamparo “la situación que se produce de hecho, a causa del incumplimiento, o 

del imposible o inadecuado ejercicio de los deberes de protección establecidos 

por las leyes para la guarda de los menores de edad, cuando éstos queden 

privados de la necesaria asistencia moral o material” (Derecho.com, 2014) 

- Patria potestad: podemos entender la patria potestad como un “conjunto de 

derechos y obligaciones que corresponden a los padres sobre los hijos menores 

no emancipados o incapacitados, con independencia de su filiación, así como 

sobre los hijos adoptivos” (Enciclopedia Jurídica, 2014). 



 

27 
 

- Tutela: por tutela podemos entender el proceso  por la cual se encomienda a una 

persona, tutor, la representación de los menores de edad sin padres. El objeto 

de la tutela es, según lo expuesto en el Código Civil, la guarda y protección de la 

persona y sus bienes, o solamente de la persona o de los bienes de menores o 

incapacitados (Enciclopedia Jurídica, 2014). 

- Adopción abierta: la adopción abierta es un tipo de procedimiento en el que los y 

las menores adoptados, condicionado la sentencia de un juez, pueden mantener 

contacto con los miembros de su familia biológica.  

- Permiso paternal: El permiso paternal hace referencia a la posibilidad de 

formalizar una adopción para un menor que haya sido declarado en desamparo, 

sin permiso de los padres, si en un periodo de dos años  éstos no han tomado 

medidas para revertir la situación (La Adopción Extremeña, 2015). 

- Convivencia previa: este concepto define el periodo previo a la formalización de 

la adopción en el que él o la menor comienza a vivir con la familia que es 

candidata para la adopción. 

- Guardia voluntaria: es un recurso jurídico por el cual las familias que se 

encuentren en una situación económica desfavorable, pueden entregar a sus 

hijos para que sean tutelados por la Administración. Con la nueva ley este 

periodo solo podrá durar dos años, a partir del cual las Administraciones 

pueden decidir entregar el niño en acogimiento o adopción a una familia (La 

Adopción Extremeña, 2015).  

El marco legal por el que se regulan las adopciones lo forman según la 

Asociación Internacional para la Protección y Ayuda a los Menores del Este 

(AIPAME) es:   

 Para la adopción internacional 

- Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en materia de 

Adopción Internacional, hecho en La Haya el 29 de mayo de 1993. 

- Convenio sobre los Derechos del Niño, adoptado por la Asamblea General 

de las Naciones Unidas el 20 de noviembre del 1989. 
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- Convenio sobre competencia de las Autoridades y la Ley aplicable en 

materia de protección de menores, hecho en La Haya el 5 de octubre de 

1961. 

- Convenio suprimiendo la exigencia de la legalización de los documentos 

públicos extranjeros, hecho en La Haya el 5 de octubre de 1961. 

- Convenio  europeo en materia de adopción de menores (revisado), hecho en 

Estrasburgo el 27 de noviembre de 2008. 

 Para la adopción nacional 

- Constitución  Española de 27 de diciembre de 1978: Arts. 14 y art. 39 

- Ley 54/2007 de 28 de diciembre de Adopción Internacional 

- Código Civil (R.D. de 24 julio de 1889); Ley 21/1987 de modificación del 

Código Civil en materia de Adopción y otras formas de Protección de 

Menores: art. 9.4 y 5; art. 19; art. 108; art. 175; art. 176. 1 y 2; art. 177; art. 

178 y art. 179 y art. 180. 1, 3, 4 y 5 

- Ley Orgánica 1/1996 de 15 de enero de Protección Jurídica del Menor : art. 

24 

- Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil: art.141 bis; art. 164; 

arts. 779-781 

- Ley de 8 de junio de 1957 sobre Registro Civil: Art. 15; Art. 16.3; Art. 46 ; 

art. 63 

Proceso para la regularización de personas  no empadronadas  

Como refleja Francisco González de Tena (2014) en su libro, muchas de las 

víctimas en la actualidad viven en una verdadera situación de mendicidad, en 

muchas ocasiones con secuelas importantes derivadas de lo sufrido en la infancia, 

con identidades falsas e incluso a veces inexistente. Esto tiene como consecuencia 

que existan víctimas que no están inscritas en ningún padrón municipal,  siendo 

completamente invisibles para el Estado. No estar empadronado significa no tener 

derecho a una renta mínima de inserción, ni acceso a una pensión no contributiva, 

tampoco es posible optar a una vivienda de protección oficial o de bajo alquiler y 

tampoco solicitar las prestaciones recogidas en la Ley de Dependencia. A estas 

barreras también debemos añadir la imposibilidad de solicitar la tarjeta sanitaria, 
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por lo que se ven privados de un servicio tan básico como el sanitario. Todos los 

derechos fundamentales están vetados para ellos lo que hace que se vean 

envueltos en una espiral de miseria y exclusión.  

En la resolución de 30 de enero de 2015, del Presidente del Instituto Nacional 

de Estadística y del Director General de Coordinación de Competencias con las 

Comunidades Autónomas y las Entidades Locales, por la que se dictan 

instrucciones técnicas a los Ayuntamientos sobre la gestión del Padrón municipal; 

se refleja, en el apartado de casos especiales de empadronamiento, la necesidad de 

aceptar como domicilio cualquier dirección donde vivan los vecinos y que es 

posible recurrir a la utilización de una a una «dirección ficticia» en las situaciones 

en las que una persona carezca de techo y sea conocida de los Servicios Sociales 

correspondientes. 

 Como se expone en la Guía Práctica Sobre la Casuística Legal Habitual de 

Personas En Situación de Calle, elaborada por la Fundación Fernando Pombo, las 

condiciones necesarias para este tipo de empadronamiento son las siguientes:  

“1) Que los Servicios Sociales estén integrados en la estructura orgánica de alguna 

Administración Pública. 

 2) Que los responsables de estos servicios informen sobre la habitualidad de la 

residencia en el municipio del vecino que se pretende empadronar.  

3) Que los Servicios Sociales indiquen la dirección que debe figurar en la 

inscripción padronal y se comprometan a intentar la práctica de la notificación 

cuando se reciba en esa dirección una comunicación procedente de alguna 

Administración Pública” (Fundación Fernando Pombo, 2014, p.17)” 

Los y las profesionales del Trabajo Social deben ser los encargados de 

realizar el informe social correspondiente ya que son los agentes que intervienen 

de forma directa con este colectivo. El documento debe ser sintetizado, centrado 

en la dimensión residencial.  El proceso lógico a seguir en estos casos para la 

elaboración de dicho informe:  

1. Entrevista social a la persona en la que quede reflejada la situación real de la 

vivienda o la falta de ésta. 
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2. Entrevista a fuentes colaterales (vecinos, otros profesionales que hayan 

realizado una intervención con el usuario) 

3. Análisis de fuentes  de información  del sujeto (historia social del caso y datos 

de padrón anteriores, en el caso de que hubiera)  

4. Emisión del informe social. 

El marco legal que regula el empadronamiento y que está vinculado a la 

situación a trabajar está compuesta por:  

- Ley 4/1996, de 10 de enero, por la que se modifica la Ley 7/1985, de 2 de 

abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación con el Padrón 

municipal. (establece la obligación de toda persona que vive en el territorio 

a inscribirse al Padrón del municipio donde resida habitualmente y 

describen los datos que son obligatorias en la inscripción municipal.) 

- Resolución de 30 de enero de 2015, del Presidente del Instituto Nacional de 

Estadística y del Director General de Coordinación de Competencias con las 

Comunidades Autónomas y las Entidades Locales, por la que se dictan 

instrucciones técnicas a los Ayuntamientos sobre la gestión del Padrón 

municipal. 

Servicio de información a afectados por la posible sustracción de recién 

nacidos 

Este servicio, coordinado por el Ministerio de Justicia, se presenta como una 

herramienta de búsqueda útil que todo trabajador o trabajadora social debe 

conocer y controlar. Dicho recurso tiene como objetivo facilitar los datos y la 

información administrativa disponible sobre la filiación natural que se encuentre 

en las diferentes Administraciones Públicas a todas aquellas personas que tengan  

sospechas sobre posibles casos de sustracción de recién nacidos, incluyendo 

hijos/as que busquen a sus progenitores biológicos o hermanos/as que busquen a 

sus hermanos/as biológicos. Desde este recurso se pretende: 

- Facilitar a las personas afectadas el acceso a la documentación e información 

obrante en poder de la Administración: datos registrales, expedientes 

sanitarios, etc. 
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- Creación de un fichero de perfiles genéticos: en este fichero  el Instituto 

Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses pretenden centralizar los 

perfiles genéticos aportados por las personas afectadas con el fin de 

incorporarlos a una base de datos única que permita que las pruebas puedan 

ser cotejadas para verificar la existencia de compatibilidades genéticas y 

encontrar así indicios de relaciones familiares biológicas.   

Se podrá acceder a este recurso mediante dos vías: solicitando cita previa por 

vía telefónica o desde el formulario telemático de contacto de la oficina disponible 

en la página web del servicio3, indicando el documento de identificación personal 

(DNI, NIE o pasaporte).  

La documentación que se debe aportar será la solicitud y consentimiento 

informado4. Existen dos tipos de solicitud según se quiera obtener  información o 

si además se quiere incluir el perfil genético en la base de datos de ADN del INTCF; 

datos identificativos de la persona o personas solicitantes (DNI, nº de Seguridad 

Social, dirección…), datos y documentos disponibles relativos al 

nacimiento/aborto y perfil genético en caso de poseerlo. 

Una vez presentada la documentación este servicio, en vista de los datos con 

los que se cuenta, pasará a solicitar la información que considere a distintas 

Administraciones e instituciones públicas (Registro Civil, hospitales, Fiscalías, 

Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, etc.). Tras lo cual, el servicio elaborará 

un resumen compilador de toda la documentación obtenida. 

2.3 Protocolos desde el Trabajo Social 

2.3.1 Protocolos de Trabajo Social grupal con el Colectivo 

Para poder trabajar con el colectivo de víctimas, partiremos de la necesidad 

de crear un recurso al que puedan acudir y en el que se les pueda  dar atención que 

estos casos, por la gravedad que suponen, requieren; así como orientar en el 

proceso y procedimiento judicial a los afectados. Por este motivo, nuestro 

                                                             
3
 Formulario de petición de cita previa:  http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-

ciudadano/servicio-informacion/oficina-atencion-afectados  
4 Ver Anexo 3: Solicitud de información y  Anexo 4: Solicitud de información e inclusión perfil genético 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/servicio-informacion/oficina-atencion-afectados
http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/servicio-informacion/oficina-atencion-afectados
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protocolo para trabajar con el colectivo de víctimas se centrará en el proceso de 

creación de una asociación, en colaboración con el colectivo de víctimas,  siguiendo 

lo estipulado por la Ley 4/2003, de 28 de febrero, de Asociaciones de Canarias. 

Así, se denomina asociación a la “unión estable, voluntaria, libre y solidaria, 

de tres o más personas físicas o jurídicas para lograr, sin ánimo de lucro, una 

finalidad común de interés general, mutuo o sectorial, comprometiéndose para ello 

a compartir sus conocimientos, actividades o recursos económicos” (Ley 4/2003, 

Art.2).  

La constitución de una asociación en Canarias debe constar en el acta 

fundacional de la misma. Dicha acta debe reflejar el nombre y datos de los 

promotores, su voluntad de constituir una asociación, el lugar y fecha de 

otorgamiento del acta, las firmas de los promotores, la designación de los 

integrantes de los órganos provisionales de gobierno, y los Estatutos que han de 

regir el funcionamiento de la entidad. Además, también debe incluir un apartado 

que refleje el acuerdo de constituir la  asociación haciendo constar el nombre 

exacto de la entidad, el número de personas que inicialmente conforman el órgano 

de representación y el lugar y fecha de celebración, además de estar firmada por 

todas las personas que promueven la asociación. 

De cara al funcionamiento interno de la asociación, se deberá elaborar un 

reglamento interno, o estatutos, siguiendo lo estipulado por el ordenamiento 

jurídico. En este estatuto se verán reflejados,  siguiendo el artículo 6 de la Ley de 

Asociaciones de Canarias:   

a) La denominación. 

b) El domicilio social. 

c) El plazo de duración, si no se constituye por tiempo indefinido.  

d) El objeto o finalidad. 

e) El ámbito territorial en el que desarrollará sus actividades. 

f) Los requisitos o presupuestos que han de cumplir las personas naturales o 

jurídicas y el procedimiento a seguir para adquirir la condición de socios, 

así como las causas y el procedimiento para la pérdida de tal condición.  
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g) En su caso, las distintas clases de socios y las particularidades de cada una 

de ellas. 

h) Los derechos y las obligaciones de los socios.  

i) El régimen disciplinario. 

j) La participación de voluntarios, indicando los mecanismos que garanticen 

sus derechos y deberes en los términos de su legislación específica. 

k) La estructura y competencias del órgano de representación, las 

condiciones de nombramiento y destitución de sus miembros y la 

duración de los cargos. 

l) La forma y requisitos para la convocatoria de la asamblea general y del 

órgano de representación y las reglas sobre deliberación y toma de 

decisiones.  

m) El procedimiento de modificación de los estatutos. 

n) El régimen económico de administración, contabilidad y documentación, 

así como la fecha de cierre del ejercicio asociativo. 

o) Patrimonio inicial y los recursos económicos de los que se podrá hacer 

uso. 

p) Las causas de disolución y la aplicación de los bienes de la asociación en su 

liquidación. 

q) Los criterios que garanticen el funcionamiento democrático de la 

asociación.  

Los órganos de una asociación se dividen en: 

 Asamblea General: Es el órgano de mayor autoridad dentro de la asociación y 

está compuesta por todos los socios. Existen dos tipos de Asamblea General: 

Asamblea General Ordinaria y Asamblea General Extraordinaria. Las 

competencias de las Asambleas girarán en torno de la aprobación de programas, 

memorias y presupuestos anuales; además de supervisar la gestión de la Junta 

Directiva, aprobar disposiciones y directivas del funcionamiento de la 

asociación, entre otros.   

 El Órgano de Representación o Junta Directiva: Es el órgano de representación y 

el encargado de gestionar la asociación entre Asambleas. Sus funciones 
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abarcarán todos los actos necesarios para llevar a cabo las finalidades de la 

asociación, siempre que éstas no necesiten aprobación por parte de la  

Asamblea General. Cabe mencionar que todas aquellas personas que 

pertenezcan al colectivo pueden pertenecer a la junta y que ésta debe estar 

compuesta por: 

– Presidente/a: cuya función es ser el o la  representante legal de la 

asociación, llevar a cabo todos los acuerdos que se aprueben dentro de la 

Asamblea General o la Junta Directiva, es decir, será la persona encargada 

de coordinar el funcionamiento general.   

– Secretario/a: es la persona responsable de levantar el acta de las 

reuniones, tramitar el libro de registro de las personas que componen la 

asociación y llevar y custodiar los libros oficiales y documentos.  

– Tesorero/a: la persona encargada de la tesorería se encarga de custodiar 

documentos contables y justificantes de pago, además de llevar a cabo la 

recaudación de las cuotas y la contabilidad.  

Además pueden existir: 

– Vicepresidente/a: la función de este puesto es el de desarrollar las 

acciones de la presidencia cuando el o la presidenta esté ausente. También 

debe realizar las tareas que le deleguen.   

– Vocales: Confeccionar proyectos de actuación. Lo que le encargue la Junta 

Directiva o el/la Presidente/a. 

La gestión de subvenciones y apoyo económico, recaerá sobre el órgano de 

representación así como lo marca el artículo 41 de esta Ley.  

En base a la gestión administrativa de la asociación estas deberán contar, 

según marca el artículo 42, con los siguientes documentos: 

- Un libro de socios, de bienes, de actas de sus órganos colegiados y de 

contabilidad. 

- Los libros relativos a la contabilidad de la asociación. 

- Los libros referentes al patrimonio de la asociación en los que se deberá 

registrar  las altas y bajas patrimoniales con expresión de valor económico  
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- La memoria de actividades realizadas en el ejercicio anterior, aprobada por la 

asamblea general, así como la liquidación contable del mismo. 

- Presupuesto anual aprobado por la asamblea general. 

Una vez formada la asociación, ya puede y debe ser inscrita en el Registro de 

Asociaciones de Canarias. La documentación requerida para esta inscripción es la 

siguiente: 

– Solicitud de Inscripción  

– Modelo 700 justificativo del pago de la tasa de inscripción  

– 2 Ejemplares originales del Acta fundacional firmados por todos los socios 

promotores 

– 2 Ejemplares originales de los Estatutos firmados en todas sus hojas por 

todos los socios promotores (Cazorla Godoy, J., 2013) 

2.3.2 Protocolo de Trabajo Social individual con las víctimas 

El conocimiento de estos hechos ha  incitado a numerosas personas afectadas 

a buscar respuestas relacionadas con esta trama,  disponiéndose a indagar para 

encontrar en algunos casos sus orígenes y, en otros, a familiares que fueron 

víctimas de este delito.  

Ante esta situación, en previsión de un número importante de individuos 

afectados y teniendo conocimiento de la falta de recursos con los que cuentan para 

alcanzar este objetivo, en este trabajo nos disponemos a elaborar un protocolo de 

actuación para centralizar las actuaciones que, desde el Trabajo Social en conjunto 

con otras ramas profesionales, deben llevarse a cabo para apoyar a las personas 

que acudan al servicio y facilitar el proceso de búsqueda.  

Según la definición proporcionada por la Organización de las Naciones 

Unidas (ONU), es entendido por  víctimas las personas o familiares de personas 

que, ya sea de forma individual o colectiva, han sufrido daños incluyendo física,  

mental o emocionalmente; también se incluirá a aquellas personas que se vean 

afectados por una pérdida financiera o hayan visto quebrantados sus derechos 

fundamentales, como consecuencia de acciones que infrinjan la legislación penal 

actual en los Estados Miembros  (Asamblea General de la ONU, 1985). 
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En nuestro Protocolo reconoceremos como víctimas todas aquellas personas 

que soliciten estos servicios especializados. Las personas acuden a este tipo de 

recursos cuando sospechan que son niños robados; pueden llegar a esta conclusión 

por varios motivos entre ellos se encuentran factores discordantes en el historial 

médico, como enfermedades hereditarias que nadie más de la familia presenta, en 

el momento en el que se casan y acuden a la iglesia para solicitar su partida de 

bautismo o cuando son hijos únicos de padres muy mayores.  

El modelo de actuación de este protocolo se ejecuta a través seis fases que 

son recepción por el equipo profesional, atención individualizada, 

acompañamiento y apoyo, búsqueda, reencuentro y, por último, seguimiento y 

apoyo profesional si se precisara.  La idea central parte de que  las actividades que 

se realicen, desde los equipos interdisciplinarios especializados, deben estar 

complementadas una con extensa y fuerte colaboración de las víctimas y de la 

sociedad civil defensora de los derechos humanos.  

Los servicios que ofrece este recurso son:  

– Orientación y asesoramiento jurídico  

– Asistencia  y apoyo psicológico a las víctimas 

– Asistencia e intervención desde el trabajo social 

Dentro de este protocolo, el equipo profesional realizará una valoración de 

las demandas que presenta cada usuario y determinará el plan de acción que se va 

a llevar a cabo con él. Dicho equipo estará formado por  un trabajador/a social, un 

psicólogo/a y un asesor/a jurídico especializado en Derecho Penal Internacional. 

Este equipo estará coordinado desde el Trabajo Social que se encargará de derivar 

y acompañar al usuario en el proceso desde la llegada al recurso hasta la 

culminación del plan de acción.  

Para que se pueda llevar a cabo una asistencia eficaz, es imprescindible que el 

recurso en el que se ejecute este protocolo trabaje y esté en continuo contacto con 

entidades públicas y asociaciones que tengan su actividad enfocada al mismo 

objetivo que nosotros perseguimos.  
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I. Recepción por el equipo profesional: Fase presentación, información sobre 

otros casos.  

Esta fase es la primera toma de contacto entre el recurso y el usuario/a. En 

este punto  se hace una breve presentación de las funciones que desarrolla el 

recurso y se informa de los servicios que se presta a los usuarios/as que acuden.  

Una vez hecha esa presentación técnica, se procederá a realizar una 

aproximación tanto a  las actividades llevadas a cabo dentro de la trama, como a la 

situación actual del colectivo. La información que se proporcionará, vista desde un 

punto esquemático, será: 

 De las actividades llevadas a cabo dentro de desapariciones forzadas 

- Agentes implicados 

- Modus operandi 

 De la situación actual 

- Estimación del número de casos 

- Actividades  e investigaciones llevadas a cabo con el fin de destapar la trama 

de este crimen 

- Propuestas presentadas a los Organismos Públicos  

- Desarrollo del proceso de búsqueda 

- Testimonio de personas afectadas. Este punto refleja la necesidad de 

participación y compromiso con el colectivo de víctimas, las cuales deben ser 

una parte activa en el día a día del recurso 

II. Atención Individualizada. Proceso de caracterización y clasificación según 

el tipo de víctima creación del plan de acción en función las demandas que 

presente.  

Una vez realizada la primera toma de contacto y, tras haber mostrado a la 

persona que acude al recurso el contexto dentro del cual trabaja nuestro equipo 

profesional, pasamos a la segunda fase del protocolo en el que se lleva a cabo el 

proceso de caracterización y la creación de un plan de acción individualizado. 
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Con el fin de realizar tal caracterización y el plan de acción, el trabajo/a  

social procede a realizar con el usuario/a una entrevista estructurada5 con el fin de 

recopilar la información necesaria con la que comenzar.  La información básica que 

se recogerá en este proceso será la siguiente: 

 Datos Personales: 

– Nombre y Apellidos 

– Fecha de Nacimiento 

– Sexo 

– D.N.I 

– Domicilio 

– Teléfono 

– Correo Electrónico 

 Situación laboral y social 

 Relación con la persona buscada. Tipo de relación:  

– Hijo/a que busca a sus padres biológicos  

–  Madre que busca a su hijo/a biológico  

– Padre que busca a su hijo/a biológico  

–  Hermano/a que busca a su hermano/a biológico  

–  Otros 

 Datos y Documentos relevantes que presenta 

 Documentos y acciones judiciales  

 Observaciones  

Una vez realizada esta recogida de información, el trabajador/a social deriva 

a la persona usuaria al servicio psicológico para que, desde este aquí, se realice un 

informe con la situación en la que se encuentra la víctima y se trace un plan de 

apoyo adaptado a sus necesidades.  

También será el trabajador/a social la responsable de derivar a la víctima a 

los servicios jurídicos del recurso en el caso de que se considere necesario.  

                                                             
5 Ver Anexo 5: Ficha Social 
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Con la información recabada por cada uno de los componentes de nuestro 

equipo, se elaborará el plan de intervención a aplicar en cada caso, abarcando 

trámites y acompañamiento social, seguimiento psicológico y asesoramiento 

jurídico que se vayan a realizar dentro de cada una de las 6 fases del protocolo.  

Con el fin de tratar y gestionar de forma eficaz  tanto la información recogida 

como el desarrollo del proceso, al comienzo de esta fase se abrirá un expediente 

individual que recogerá  la ficha social realizada en la primera entrevista, así como 

una copia de los documentos aportados por la persona usuaria y el plan de acción 

elaborado por el equipo profesional. Además,  se irá adjuntando los avances 

realizados en cada fase del proceso de modo que toda la información quede 

reflejada en un único lugar y sea un documento útil y claro para otros recursos en 

el caso de futuras derivaciones externas o apelar a otros recursos.  

Es de especial importancia destacar que en esta fase la persona usuaria debe 

firmar un acuerdo de protección de datos6 siguiendo lo estipulado por lo que 

marca la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 

Carácter Personal; dentro del cual, da su consentimiento para que los datos 

personales, facilitados y recogidos, sean tratados e incluidos automáticamente en 

los ficheros de datos personales bajo responsabilidad del recurso. 

III. Acompañamiento y apoyo. Nivel profesional y comunitario. 

Esta fase del protocolo es considerada como una parte transversal de todo el 

proceso.  

 Nivel profesional 

Dentro de este nivel distinguimos las funciones que llevará a cabo cada 

profesional. 

-  El trabajador/a social  acompañará a la persona usuaria en todo el proceso y 

realización de todos los trámites necesarios en el transcurso de la  búsqueda. 

Existen casos en los que las víctimas se encuentran en riesgo de exclusión social 

                                                             
6 Ver Anexo 6: Acuerdo de Protección de Datos 
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por consecuencias derivadas de este crimen, por lo que también será el nexo 

conector y pondrá a disposición de la víctima todos los recursos sociales 

existentes que puedan serle de utilidad. Por lo tanto, la actuación de este 

profesional no debe focalizarse únicamente en las acciones del protocolo de 

búsqueda, sino que deberá realizar todas las acciones que se encuentren dentro 

de sus funciones como por ejemplo: 

 Tramitación de ayudas como la Prestación Canaria de Inserción 

 Solicitud de la tarjeta sanitaria  

 Tramitación del proceso de empadronamiento  

 Tramitación para la inclusión a recursos, que fomenten la integración 

social, enfocados a transformar o prevenir situaciones de necesidad 

relacionadas con dificultades de inserción laboral, educativa, etc. 

- El psicólogo/a acompañará a la persona usuaria desde el comienzo del proceso. 

El trabajo del psicólogo/a en este recurso parte del planteamiento de que las 

reacciones de las víctimas son normales ante la experiencia traumática vivida. 

La intervención se dirige a normalizar los sentimientos: atenuar las afectaciones 

psicosociales que han surgido como consecuencia de la exposición a los hechos. 

Así, las estrategias generales de la intervención psicológica son:  

 Apoyo individual: normalización de los sentimientos y respuestas 

experimentadas, intervención psicológica frente a los problemas 

derivados de esta situación, apoyo emocional, intervención en 

momentos de  crisis  

- El asesor/a proporcionará información  sobre del proceso penal,  el derecho a 

justicia gratuita y sobre la realización de pruebas de ADN del Instituto Nacional  

de Toxicología y Ciencias Forenses. 

  Nivel Comunitario  

Aunque no existe una definición que haya sido aceptada universalmente de 

apoyo social, solemos referirnos a este como el conjunto de recursos y redes 

sociales que se presentan como ayuda, tanto al individuo como a grupos, si fuera 

necesario, dentro de su entorno (Pelechano, 2008, p. 219).  La percepción de 
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pertenecer a una comunidad, el sentimiento de que se es parte de una estructura 

estable en la que confiar, el sentimiento de compromiso mutuo que vincula a los 

individuos en una unidad colectiva es un elemento importante del bienestar 

individual. En este sentido se promoverá la creación de lazos entre las víctimas y, 

de éstas con su entorno, mediante: 

 Creación de grupos de ayuda mutua: formación de grupos de 

víctimas, apoyo y ayuda mutua entre víctimas  

 Actividades de para la concienciación de la sociedad en general. 

IV. Búsqueda 

El proceso de búsqueda se organizará en función de los documentos 

aportados por la persona usuaria a su llegada al recurso. Sin embargo, los pasos a 

seguir o lugares a los que se acudirá en la búsqueda son: 

1. Registros Eclesiásticos  

Este punto es la antesala al Registro Civil. Los archivos eclesiásticos son 

fundamentales en la investigación de la historia familiar. Para el objetivo que nos 

compete  los documentos que se solicitarán son: 

- Acta de bautismo 

- Acta de defunción 

De estos documentos se podrá obtener datos como los nombres de las 

personas que participaron y otras circunstancias que rodearon al sacramento. Es 

recomendable guardar una copia de cada partida que consultemos, dado que todo 

lo que se refleja en ellas, nos podría ayudar en el futuro. 

2. Registro Civil 

Tras acudir a los archivos parroquiales, se acudirá al Registro Civil en el cual, 

según  refleja la Ley 20/2011 de Registro Civil en su Artículo 11, las personas que 

así lo requieran tienen derecho a acceder a la información que soliciten sobre el 

contenido del Registro y a la obtención de certificados.  Existe un registro en cada 
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municipio, por lo que resulta fundamental conocer el lugar de nacimiento de la 

persona a investigar.  

El certificado se deberá  solicitar personalmente o por carta y en él figurará: 

nombre, apellidos, profesión y lugar de nacimiento de los progenitores, así como la 

edad que tenían cuando el nacimiento y el nombre, apellido y lugar de nacimiento 

de los abuelos. 

3. Pruebas de ADN 

La realización de las pruebas de ADN tiene como objetivo la incorporación de 

las mismas a un banco de datos  con el fin de encontrar compatibilidades y 

propiciar los reencuentros.  Para que estas pruebas sean admitidas, se deberán 

realizar en laboratorios que cumplan con el acuerdo de la Comisión Nacional para 

el Uso Forense del ADN7, sobre acreditación y control de calidad de los 

laboratorios. El coste de dichas  pruebas oscila entre los 60 y los 300 euros  

4. Servicio de información a afectados por la posible sustracción de recién 

nacidos 

El cuarto paso en el proceso consistirá en acudir al Servicio de información 

de afectados por la posible sustracción de recién nacidos. Para poder acceder al 

servicio la víctima, con supervisión y apoyo del trabajador/a social si fuera 

necesario, rellenará un formulario telemático de contacto que se encuentra en la 

página web del servicio aportando además: 

  Solicitud y consentimiento informado debidamente firmada8: existen 

dos tipos de solicitud en función de que solo se desee solicitar 

información o si además se quiera incluir el perfil genético en la base de 

datos de ADN 

 Datos identificativos de la persona o personas solicitantes (DNI, nº de 

Seguridad Social, dirección…) 

 Datos y documentos disponibles relativos al nacimiento/aborto 

 Perfil genético, en el caso de poseerlo 

                                                             
7 Ver Anexo 7: Relación de Laboratorios que cumplen con el acuerdo de la Comisión Nacional para el Uso 
Forense del ADN sobre acreditación y control de calidad de los laboratorios 
8 Ver Anexo 3: Solicitud de información y  Anexo 4: Solicitud de información e inclusión perfil genético 
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Desde este servicio se pretende facilitar el acceso de las víctimas a la 

documentación e información que se encuentre en propiedad de la Administración, 

solicitando la información que considere necesaria, en función de la 

documentación que ya posee la persona afectada, a las distintas Administraciones 

e instituciones públicas que pudieran tener algún antecedente. Este recurso puede 

solicitar información a:  

- Registro Civil 

- Hospitales 

- Fiscalías 

- Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado 

- Otros  

Además, persigue la creación de un fichero de perfiles genéticos en 

colaboración con el Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses. Dicho 

fichero pretende incluir los perfiles obtenidos de informes genéticos, realizados en 

laboratorios ajenos, con la intención de incorporarlos a una base de datos única 

que permita que todas puedan ser cotejadas para identificar si existen 

compatibilidades genéticas que puedan demostrar indicios de relaciones 

familiares biológicas. 

Una vez llevadas a cabo todas las acciones pertinentes, desde el servicio se 

entrega un resumen compilador con toda la documentación recabada.  

5. Recursos Electrónicos 

Muchas de las asociaciones de víctimas cuentan con páginas webs, por 

ejemplo ANADIR, en las que poseen un banco de datos donde las personas que 

están buscando a sus familiares registran la información que tienen, con el fin de  

encontrar posibles similitudes o indicios de semejanzas entre los datos e historias 

que existen. En este punto del proceso de búsqueda se procederá a registrar la 

información de la víctima, siempre con su consentimiento, en las plataformas 

destinadas a este fin.  
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V. Reencuentro. 

En esta fase del Protocolo las acciones se centrarán en los preparativos para 

el reencuentro de la persona usuaria y sus familiares en el caso de que la búsqueda 

tenga éxito. Dentro de esta fase, el papel del trabajador/a social y el psicólogo/a 

forman un papel clave. 

El trabajador/a social será el encargado de realizar la primera toma de 

contacto con los familiares. Su función en esta fase estará dividida en varios pasos  

que buscan facilitar tanto el impacto de la noticia como el del reencuentro. Dichos 

pasos los podemos resumir en: 

1. Localizar y contactar con los familiares 

2. Comunicar a los familiares la situación sobre la que se está trabajando 

3. Evaluar  la situación tras poner en conocimiento a los familiares de que una    

víctima usuaria los está buscando 

4. Proporcionar información que soliciten los familiares (respetando siempre 

el acuerdo de protección de datos) 

5. Elaborar un ambiente idóneo para el momento del reencuentro, en el caso 

de que los familiares estén conformes con dicho reencuentro, prestando 

especial atención a las necesidades psicológicas que puedan presentar 

ambas partes 

6. Acompañar a la persona usuaria en el momento de dicho reencuentro y 

atender a posibles inconvenientes que se presenten 

Por su lado el psicólogo/a, que habrá estado trabajando con la víctima a lo 

largo de todo el proceso, se encargará de evaluar la situación emocional en la que 

se encuentre tras encontrar a sus familiares y prepararla para todo aquello que 

pueda ocurrir, es decir, prepararla psicológicamente para el reencuentro o para 

asimilar, si procede, una negativa por parte de sus familiares perdidos o el 

fallecimiento de estos. También trabajará con los familiares en el caso de que en la 

evaluación realizada por el trabajador/a social se refleje que existe necesidad de 

intervención.  
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Para esto, el psicólogo/a evaluará todos los aspectos psicológicos que se 

manifiesten como importantes y establecerá así un plan de intervención-mediación 

con las pautas que se consideren necesarias, adaptadas a cada situación y persona 

usuaria.  

VI. Seguimiento y apoyo profesional si se precisara  

Una vez finalizadas todas las fases del protocolo, adaptadas al plan de 

intervención elaborado para cada usuario, en el caso de que sea necesario se 

procederá a realizar un seguimiento y a proporcionar apoyo profesional, tanto 

psicológico como jurídico, a aquellas personas que continúen necesitándolo. 

Además, los servicios estarán a disposición de aquellos que en algún momento 

puedan necesitarlos. 

En este punto debemos hacer hincapié en la importancia del carácter 

humano que proporciona la participación activa de las víctimas en el recurso por lo 

que, siempre que la persona esté conforme, pasará a formar parte del día a día de 

la asociación definiéndose así como un colectivo unido desde el que se trabaja para 

alcanzar la verdad y que se haga justicia, así como para brindar el apoyo a otras 

personas que estén pasando por la misma situación.  

En el desarrollo de este Protocolo es fundamental que el recurso, como 

prestador de recursos y promotor de la creación de una conciencia social, esté en 

continuo contacto y trabaje junto a otras entidades y recursos similares con el fin 

de hacer visible esta problemática y para acceder a servicios que resulten 

necesarios durante la ejecución del plan de acción.  

3. Conclusiones  

 Llevar a cabo este trabajo no ha sido fácil puesto que, se desconoce el alcance 

de la trama y existe un vacío no solo legal, reflejado en el gran enfrentamiento 

entre la postura internacional referente a juzgar las desapariciones forzadas, 

promoviendo esta parte la necesidad de investigar y juzgar, además de ofrecer 

justicia a todas aquellas personas víctimas de estas acciones, frente a la negativa 

nacional a esclarecer  la verdad sobre dichos acontecimientos respaldándose en las 
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bases de la Ley 46/1977, que denota que la postura del Estado gira únicamente en 

manifestaciones de interés frente a los medios de comunicación  (tal y como 

demuestran las respuestas proporcionadas a las víctimas de este delito de lesa 

humanidad); sino también en lo que respecta a la formación e implicación de 

profesionales de lo social. Todo esto se traduce en una inaccesibilidad a fuentes de 

información exactas.  

La falta de formación que encontramos en los profesionales de las distintas 

áreas sociales y administrativas se presenta como un problema a la hora de dar 

respuesta a las necesidades manifestadas por este colectivo y resalta la falta de 

actuaciones enfocadas a estos casos. Nos encontramos ante un Colectivo 

desamparado, que no cuenta en la actualidad con ley alguna en la que respaldarse, 

tampoco protocolos previos de actuación ante esta circunstancia. Todo esto pone 

de manifiesto la necesidad compromiso por parte del Estado y las 

Administraciones Públicas.  

También el trabajo social tiene un largo camino por recorrer; fomentar y 

promover la participación de este profesional en la investigación de los crímenes 

es decisivo. De este modo, el protocolo de ayuda a las víctimas que se ha elaborado 

como objetivo último de este trabajo es tan solo el comienzo,  lo que debería ser  el 

punto de partida para la creación de un recurso al que las víctimas puedan acudir y 

en el que, tanto ellas como sus necesidades, sean tratadas con la importancia y 

respecto que merecen. 

 La sociedad también se presenta como un factor clave en todo este 

entramado; la apatía y la falta de interés respecto al tema, consecuencia clara del 

desconocimiento sobre los crímenes, se traduce como una necesidad de 

concienciamiento  social y la promoción de la participación activa en la búsqueda 

de la verdad y la justicia.  

Para terminar, solo nos queda manifestar que esto es solo una pequeña 

muestra de todo lo que sigue oculto y que debe ser sacado a la luz.  Cientos o miles 

de personas han visto como familiares y, en algunos casos ellos mismos, fueron 

deshumanizados y tratados como mera mercancía en un negocio en el que unos 

pocos se autoproclamaron juez, jurado y verdugo de su destino. Consideramos el 
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deber de tomar conciencia de que este mercado de niños ocurrió, que ocurrió aquí 

en España,  que los responsables no han pagado por sus actos y que las víctimas 

siguen en busca de la verdad, de la verdad sobre sus vidas. 
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Anexo 1:  
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FUENTE: Diario de Sesiones  del Parlamento de Canarias, núm. 37 de  25 de mayo de 2016 
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Anexo 2: Resoluciones aprobadas 9L/PNL-0197  

 

 

FUENTE: Boletín Oficial del Parlamento de Canarias, núm. 166 de 28 de junio de 2016 
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Anexo 3: Solicitud de información  
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FUENTE: Servicio de información a afectados por la posible sustracción de recién nacidos 
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Anexo 4: Solicitud de información e inclusión perfil genético 
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FUENTE: Servicio de información a afectados por la posible sustracción de recién nacidos 
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Anexo 5: Ficha Social  

- Datos Personales: 

Nombre y Apellidos:                                                                          Fecha de Nacimiento:                                                                                  

Sexo:                                    D.N.I:                                                     Teléfono: 

Domicilio: 

Correo Electrónico: 

- Situación laboral y social: 

 

- Relación con la persona buscada: 

    Hijo/a que busca a sus padres biológicos  

    Madre que busca a su hijo/a biológico  

    Padre que busca a su hijo/a biológico  

    Hermano/a que busca a su hermano/a biológico  

    Otros, especificar:  

- Datos y Documentos relevantes que presenta: 

 

- Documentos y acciones judiciales: 

 

- Observaciones: 



 

75 
 

Anexo  6:  

ACUERDO PARA EL TRATAMIENTO DE DATOS DE CARÁCTER 

PERSONAL  

Conforme con la Ley Orgánica 15/1999 de Protección de Datos de Carácter 

Personal, con la firma del presente documento da su consentimiento para el 

tratamiento de los datos personales aportados en él. Estos serán incorporados al 

expediente personal  y a un fichero denominado usuarios, inscrito en el Registro 

General de la Agencia Española de Protección de Datos y cuyo responsable es el 

Servicio. Sus datos serán utilizados en las tareas propias de la gestión 

administrativa del recurso, así como para desempeñar las funciones que se llevan a 

cabo desde tal recurso y para enviarle información de otras actividades 

desarrolladas por el Servicio. 

Asimismo consiente que el Servicio ceda sus datos personales, de forma 

confidencial, a la compañía de seguros con la finalidad de poder tramitar  el seguro 

que dará cobertura a las actividades de la asociación. 

Le informamos que podrá ejercer los derechos de acceso, rectificación, cancelación 

y oposición establecidos en la Ley a través de correo ordinario especificando su 

nombre, apellidos y D.N.I.  

 

 

En Tenerife, a                          de                                              de 

 

 

 

Firma 
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Anexo 7: Relación de Laboratorios que cumplen con el acuerdo de la 

Comisión Nacional para el Uso Forense del ADN sobre acreditación y control 

de calidad de los laboratorios 
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Fuente: Servicio de información a afectados por la posible sustracción de recién nacidos (2012) 


